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Resolución del Pleno del Instituto de Transparencia, Acceso a la Información Pública y Protección de Datos Personales del Estado de México y Municipios, con domicilio en Metepec, Estado de México, a trece de mayo de dos mil veintiséis.

[bookmark: _GoBack]VISTO el expediente electrónico formado con motivo del recurso de revisión número 14665/INFOEM/IP/RR/2025, interpuesto por XXXXXXXXX, en lo sucesivo la parte Recurrente, en contra de la respuesta de la Secretaría de Educación, Ciencia, Tecnología e Innovación, en lo subsecuente el Sujeto Obligado, se procede a dictar la presente resolución.

A N T E C E D E N T E S

PRIMERO. De la solicitud de información.
Con fecha veinte de noviembre de dos mil veinticinco, la parte Recurrente presentó solicitud de información que fue registrada en el Sistema de Acceso a la Información Mexiquense (SAIMEX) con el número de expediente 01092/SECTI/IP/2025, mediante la cual solicitó información en el tenor siguiente:

«Se le solicita atentamente al Supervisor de la Zona Escolar BT025 de Bachillerato Tecnológico, Lic. Jesús Samuel Gálvez Escalona, haga entrega del seguimiento correspondiente a los docentes del CBT Dr. Carlos Sosa Moss, Juchitepec, CCT 15ECT0031B, que se enlistan a continuación: a) Domínguez Luna Benjamín Salvador b) Galicia López Jesús c) García Díaz Diana Raquel d) Lima López Luis Ignacio e) Meza Bonilla Miguel Ángel f) Romero Sánchez Mario Roger De cada uno de los docentes mencionados, se requiere la documentación correspondiente por semestre de los tres ciclos escolares anteriores al presente, de cada una de las asignaturas, submódulos y/o talleres, consistente en: a) Horario semestral. b) Planeaciones didácticas. c) Listas de asistencia. d) Cuadros F1 firmados por los alumnos. e) Estrategias de enseñanza–aprendizaje aplicadas en cada parcial, autorizadas por la Dirección Escolar. f) Exámenes autorizados por la Dirección Escolar. Lo anterior se solicita con fundamento en las obligaciones establecidas para el personal docente en la Ley General de Educación, la Ley General del Sistema para la Carrera de las Maestras y los Maestros, así como en las disposiciones administrativas del Subsistema de Bachillerato Tecnológico que señalan el deber de planear, desarrollar, evaluar y documentar sus actividades académicas. De acuerdo con dicha normatividad, el personal docente debe entregar planeaciones, evidencias de evaluación, listas de asistencia, estrategias didácticas y documentos que respalden su práctica profesional. La documentación requerida es indispensable para la actualización de los registros institucionales y para el cumplimiento de los procesos de verificación solicitados por instancias superiores de la Dirección General, por lo que se reitera la necesidad de su entrega conforme a lo solicitado.» (Sic)

Modalidad de entrega: A través del SAIMEX

SEGUNDO. De la respuesta del Sujeto Obligado.
De las constancias que obran en el expediente electrónico, se observa que el día once de diciembre de dos mil veinticinco, el Sujeto Obligado dio respuesta a la solicitud de información manifestando lo siguiente:

«En respuesta a la solicitud recibida, nos permitimos hacer de su conocimiento que con fundamento en el artículo 53, Fracciones: II, V y VI de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios, le contestamos que:

Con fundamento en los artículos 53 fracciones II, V y VI y 163 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios, en respuesta a su solicitud de información pública, se adjunta el Acuerdo de respuesta del once de diciembre de dos mil veinticinco, así como el soporte documental remitido por los Servidores Públicos Habilitados responsables de generar la información.

ATENTAMENTE
Lic. Rodrigo Ulises Rojas Muñoz» (Sic)

El Sujeto Obligado adjuntó a su respuesta los documentos denominados «RESPUESTA_01092_UT.pdf» y «RESPUESTA_01092_SPH_BT.pdf», cuyo contenido no se reproduce por ser del conocimiento de las partes; no obstante, será objeto de análisis en el estudio correspondiente.

TERCERO. Del recurso de revisión.
Inconforme con la respuesta emitida por el Sujeto Obligado, la parte Recurrente interpuso el presente recurso de revisión el dieciocho de diciembre de dos mil veinticinco, el cual se registró en el SAIMEX con el expediente número 14665/INFOEM/IP/RR/2025, en el que manifestó lo siguiente:

Acto Impugnado: 
«El acto impugnado consiste en la respuesta emitida por el Supervisor Escolar de la Zona BT025, Mtro. Jesús Samuel Gálvez Escalona, mediante oficio No. 103/2025-2026, a la solicitud presentada a través del sistema SAIMEX con expediente 01092/SECTI/IP/2025, en la cual se omite dar cumplimiento material y de fondo al requerimiento de información solicitado, limitándose a justificar su negativa bajo argumentos de reciente ingreso al cargo, custodia documental por parte de la Dirección del plantel y carga administrativa, sin entregar la información requerida, sin acreditar gestiones efectivas para su obtención y sin emitir pronunciamiento formal conforme a la normatividad aplicable.» (Sic)

Razones o motivos de inconformidad: 
«Por medio del presente, y en atención al expediente SAIMEX 01092/SECTI/IP/2025, comparezco a impugnar la respuesta emitida por el Supervisor Escolar de la Zona BT025, mediante oficio No. 103/2025-2026, por considerar que no satisface de manera material, congruente ni exhaustiva el requerimiento formulado a través del citado sistema, actualizándose una omisión en el ejercicio de funciones públicas y una respuesta evasiva. I. ANTECEDENTES A través del sistema SAIMEX se solicitó al Supervisor Escolar de la Zona BT025 la entrega del seguimiento correspondiente a diversos docentes del CBT Dr. Carlos Sosa Moss, Juchitepec, relativo a tres ciclos escolares anteriores al presente, consistente en documentación académica y administrativa derivada de su práctica docente. La solicitud tuvo como finalidad conocer las acciones de supervisión, verificación, seguimiento y control académico que, por mandato normativo, corresponden a la autoridad supervisora. En respuesta, el Supervisor Escolar emitió el oficio No. 103/2025-2026, en el cual no entrega la información solicitada, limitándose a justificar su incumplimiento bajo los argumentos de reciente ingreso al cargo, custodia documental en la Dirección del plantel y carga administrativa, solicitando además una prórroga. II. MOTIVOS DE IMPUGNACIÓN La respuesta impugnada resulta improcedente y jurídicamente insostenible, por las razones siguientes: a) Falta de congruencia con lo solicitado La solicitud no versó sobre la simple custodia física de archivos históricos del plantel, sino sobre el seguimiento institucional realizado por la Supervisión Escolar, función que es propia, indelegable y permanente de dicha autoridad. b) Omisión en el ejercicio de funciones El argumento de haber asumido el cargo con posterioridad a los ciclos escolares requeridos no exime de responsabilidad, toda vez que la función pública se rige por el principio de continuidad administrativa, siendo obligación del servidor público dar cuenta del estado que guarda el área a su cargo, así como de las acciones de verificación realizadas o, en su caso, de las omisiones detectadas. c) Respuesta evasiva y dilatoria La solicitud de prórroga y la referencia genérica a instrucciones giradas a la Dirección Escolar no constituyen cumplimiento al requerimiento SAIMEX, ni acreditan gestión efectiva, localización de información, entrega parcial o pronunciamiento formal de inexistencia debidamente fundado. d) Incumplimiento a obligaciones en materia de transparencia La autoridad requerida omitió realizar las gestiones necesarias para atender la solicitud, contraviniendo los principios de máxima publicidad, exhaustividad y facilitación, previstos en la legislación aplicable en materia de acceso a la información pública. III. FUNDAMENTO JURÍDICO La conducta descrita actualiza posibles responsabilidades conforme a: Artículo 7, fracciones I, II y III, y artículo 49 de la Ley General de Responsabilidades Administrativas, por incumplimiento de funciones, dilación injustificada y omisión en la rendición de cuentas. Principios rectores de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios, relativos a la obligación de responder de manera completa, veraz y congruente. Normatividad aplicable a la Educación Media Superior, que establece como función de la Supervisión Escolar la verificación, seguimiento y evaluación de la práctica docente. IV. PETICIÓN Por lo anteriormente expuesto, solicito respetuosamente: Se admita la presente impugnación y se determine que la respuesta emitida no satisface el requerimiento formulado vía SAIMEX. Se ordene al sujeto obligado emitir una respuesta de fondo, debidamente fundada y motivada, en la que: Entregue el seguimiento solicitado, o Acredite documentalmente las gestiones realizadas, o Emita pronunciamiento formal de inexistencia conforme a derecho. Se dé vista a la instancia competente, en caso de advertirse posible responsabilidad administrativa por incumplimiento de funciones. Sin otro particular, reitero mi disposición a colaborar con las autoridades competentes y quedo atenta a la determinación que en derecho corresponda.» (Sic)

CUARTO. Del turno y admisión del recurso de revisión.
Medio de impugnación que le fue turnado al Comisionado Presidente José Martínez Vilchis, por medio del sistema electrónico en términos del numeral 185 fracción I de la Ley de Transparencia y Acceso a la información Pública del Estado de México y Municipios, al cual recayó acuerdo de admisión de fecha doce de enero de dos mil veintiséis, otorgándose en él un plazo de siete días para que las partes manifestaran lo que a su derecho corresponda en términos del numeral ya citado.

QUINTO. De la etapa de instrucción.
Durante la etapa de instrucción, se observa que el veintiuno de enero de dos mil veintiséis, el Sujeto Obligado rindió su Informe Justificado mediante la presentación de los documentos denominados «Informe Just 1092.pdf» y «Res RR14665 de SI1092 SPH.pdf», respectivamente, de los cuales sólo el primero fue puesto a la vista del Recurrente mediante acuerdo de fecha veintidós de enero de dos mil veintiséis, en términos de la fracción III del artículo 185 de la Ley de Transparencia estatal, otorgando al solicitante un término de tres días para manifestar lo que a su derecho conviniera. Por su parte, la parte Recurrente no realizó manifestaciones, vertió alegatos ni presentó pruebas que a su derecho conviniera, así como tampoco se pronunció respecto del Informe Justificado. El contenido de la documentación referida será motivo de análisis en el estudio correspondiente.

SEXTO. Del cierre de instrucción.
Así, una vez transcurrido el término legal, se decretó el cierre de instrucción el veintiocho de enero de dos mil veintiséis, en términos del artículo 185 fracción VI de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios, iniciando el término legal para dictar resolución definitiva del asunto.

SÉPTIMO. De la ampliación del término para resolver.
De las constancias que integran el expediente electrónico, se advierte que ha transcurrido el término de Ley para la emisión de la resolución en el presente recurso de revisión, por lo que el veintiséis de febrero de dos mil veintiséis se notificó a las partes el acuerdo por el que se ordena ampliar el plazo para la emisión de la resolución, en términos del artículo 181 párrafo tercero de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios, ordenándose turnar los expedientes a la resolución que en derecho proceda.

C O N S I D E R A N D O

PRIMERO. De la competencia.
Este Instituto de Transparencia, Acceso a la Información Pública y Protección de Datos Personales del Estado de México y Municipios es competente para conocer y resolver el presente recurso de revisión conforme a lo dispuesto en los artículos 5 párrafos cuadragésimo cuarto, cuadragésimo quinto y cuadragésimo sexto fracciones IV y V de la Constitución Política del Estado Libre y Soberano de México; artículo 2 fracción II, 13, 29, 36, fracciones I y II, 176, 178, 179, 181 párrafo tercero y 185 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios; y 9 fracciones I y XXIII y 11 del Reglamento Interior del Instituto de Transparencia, Acceso a la Información Pública y Protección de Datos Personales del Estado de México y Municipios.

SEGUNDO. Sobre los alcances del recurso de revisión. 
Derivado de la impugnación realizada, es menester señalar que el recurso de revisión inmerso en la Ley de Transparencia vigente en la entidad, tiene el fin y alcance que señalan los numerales 176, 179, 181 párrafo cuarto, 194 y 195 y demás aplicables de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios vigente, el cual será analizado conforme a las actuaciones que obren en el expediente electrónico, con la finalidad de reparar cualquier posible afectación al derecho de acceso a la información pública y garantizando el principio rector de máxima publicidad.

TERCERO. De las causas de improcedencia.
En el procedimiento de acceso a la información y de los medios de impugnación de la materia, se advierten diversos supuestos de procedibilidad que deben estudiarse con la finalidad de dar cumplimiento a los principios de legalidad y objetividad inmersos en el artículo 9 de Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios, en correlación con la seguridad jurídica que debe generar lo actuado ante este Organismo garante.

Por lo anterior, es una facultad legal entrar al estudio de las causas de improcedencia que hagan valer las partes o que se adviertan de oficio por este Resolutor y por ende objeto de análisis previo al estudio de fondo del asunto; presupuestos procesales de inicio o trámite de un proceso que dotan de seguridad jurídica las resoluciones, máxime que es una figura procesal adoptada en la ley de la materia[footnoteRef:2], la cual permite dilucidar alguna causal que impida el estudio y resolución, cuando una vez admitido el recurso de revisión se advierta una causa de improcedencia que permita sobreseerlo, sin estudiar el fondo del asunto. [2:  Estudio oficioso o a petición de parte que no son incompatibles con el derecho de acceso a la justicia, ya que éste no se coarta por regular causas de improcedencia y sobreseimiento con tales fines, sirviendo de sustento la tesis aislada XVI.1o.A.T.2 K visible en el Semanario Judicial de la Federación bajo el número de registro 2000365 cuyo rubro y texto estipula lo siguiente:

IMPROCEDENCIA Y SOBRESEIMIENTO EN EL JUICIO DE AMPARO. LAS CAUSAS PREVISTAS EN LOS ARTÍCULOS 73 Y 74 DE LA LEY DE LA MATERIA, RESPECTIVAMENTE, NO SON INCOMPATIBLES CON EL ARTÍCULO 25.1 DE LA CONVENCIÓN AMERICANA SOBRE DERECHOS HUMANOS. 
Del examen de compatibilidad de los artículos 73 y 74 de la Ley de Amparo con el artículo 25.1 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos no se advierte que el derecho interno desatienda los estándares que pretenden proteger los derechos humanos en dicho tratado, por regular causas de improcedencia y sobreseimiento que impiden abordar el estudio de fondo del asunto en el juicio de amparo, en virtud de que el propósito de condicionar el acceso a los tribunales para evitar un sobrecargo de casos sin mérito, es en sí legítimo, por lo que esa compatibilidad, en cuanto a los requisitos para la admisibilidad de los recursos dependerá, en principio, de los siguientes criterios: no pueden ser irracionales ni de tal naturaleza que despojen al derecho de su esencia, ni discriminatorios y, en el caso, la razonabilidad de esas causas se justifica por la viabilidad de que una eventual sentencia concesoria tenga un ámbito de protección concreto y no entre en conflicto con el orden jurídico, no son de tal naturaleza que despojen al derecho de su esencia ni tampoco son discriminatorias, pues no existe alguna condicionante para su aplicabilidad, en función de cuestiones personales o particulares del quejoso. Por tanto, las indicadas causas de improcedencia y sobreseimiento no son incompatibles con el citado precepto 25.1, pues no impiden decidir sencilla, rápida y efectivamente sobre los derechos fundamentales reclamados como violados dentro del juicio de garantías.] 


Así las cosas, en la especie, no se actualiza ninguna causa de improcedencia de las referidas en el artículo 191 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios, encontrándose actualizados todos los presupuestos procesales para atender el fondo del asunto, en los términos del considerando posterior.

CUARTO. Estudio y resolución del asunto.
El análisis y resolución del presente recurso, se funda en el contenido íntegro de las actuaciones que obran en el expediente electrónico, para así estar en posibilidad este Órgano Colegiado de dictar el fallo correspondiente conforme a derecho, tomando en consideración los elementos aportados por las partes y respetando en todo momento al principio de máxima publicidad consagrado en nuestra Constitución Federal, Local y demás leyes aplicables en la materia, así como en los tratados internacionales en los que el Estado Mexicano sea parte, en concordancia con el párrafo tercero del artículo 1 de la Constitución Federal y el diverso 8 de la Ley de Transparencia local.

En virtud de lo anterior, es conveniente recordar que la parte Recurrente requirió que el supervisor de la Zona Escolar BT025 del Bachillerato Tecnológico, respecto de los seis docentes referidos en la solicitud adscritos al CBT Dr. Carlos Sosa Moss de Juchitepec y de los tres ciclos escolares anteriores al corriente al día veinte de noviembre de dos mil veinticinco, la documentación, de cada una de las asignaturas, submódulos y/o talleres impartidos, lo siguiente:

1. Horario semestral. 
2. Planeaciones didácticas. 
3. Listas de asistencia. 
4. Cuadros F1 firmados por los alumnos. 
5. Estrategias de enseñanza–aprendizaje aplicadas en cada parcial, autorizadas por la Dirección Escolar. 
6. Exámenes autorizados por la Dirección Escolar.

A dicha solicitud, el Sujeto Obligado respondió mediante la entrega de los siguientes documentos:

1. RESPUESTA_01092_UT.pdf. Oficio número 22800007010000S/2917/UT/2025 suscrito por el Titular de la Unidad de Transparencia, medianteel cual refiere que se adjunta la respuesta del servidor público habilitado de la Supervisión Escolar Zona BT025.
2. RESPUESTA_01092_SPH_BT.pdf. Oficio 103/2025-2026 emtido por el Supervisor Escolar BT025, quien manifestó que ingresó al puesto referido el dieciséis de agosto de dos mil veinticuatro, por lo que la documentación oficial bajo su resguardo y conocimiento directo abarca sólo a partir del ciclo escolar 2024-2025, por lo que los documentos requeridos correspondientes a los ciclos 2021-2022, 2022-2023 y 2023-2024 se encuentran bajo la custodia de la Dirección Escolar del CBT Dr. Carlos Sosa Moss, Juchitepec al ser archivos de gestión historica del plantel; que esa Dirección Escolar es la unidad administrativa generadora y la depositaria primaria y oficial de los expedientes docentes y la evidencia académica histórica solicitada y la Supervisión debe requerir la información al plantel para su entrega, por lo que, dado el volumen total de la documentación solicitada, se requiere una prórroga para cumplir con la entrega de la información durante el término establecido.

Ante la respuesta emitida por el Sujeto Obligado, la parte Recurrente consideró que se trasgredió su derecho a la información pública, por lo que interpuso el recurso de revisión al rubro citado, señalando como acto impugnado la respuesta a la solicitud en la cual se omite dar cumplimiento material y de fondo al requerimiento de información solicitado, limitándose a justificar su negativa bajo argumentos de reciente ingreso al cargo, custodia documental por parte de la Dirección del plantel y carga administrativa, sin entregar la información requerida, sin acreditar gestiones efectivas para su obtención y sin emitir pronunciamiento formal conforme a la normatividad aplicable; dando como razones o motivos de inconformidad que se impugna la respuesta porque no satisface el requerimiento, lo que constituye una omisión en el ejercicio de funciones pública y una respuesta evasiva.

Durante la etapa de manifestaciones el Sujeto Obligado rindió su Informe Justificado mediante la entrega de los siguientes documentos:

1. Informe Just 1092.pdf. Oficio número 22800007010000S/0083/UT/2026, suscrito por el Titular de la Unidad de Transparencia, por medio del cual manifestó que el servidor público habilitado de la Supervisión Escolar Zona BT025 remitió la documentación para atender la solicitud; además, refirió que el Comité de Transparencia emitió el Acuerdo CTE/02/04/2026, con el que se confirmó la clasificación parcial con carácter de información confidencial, los datos personales contenidos en los documentos para dar atención al presente recurso de revisión.
2. Res RR14665 de SI1092 SPH.pdf. Documento consistente de seiscientas ochenta y dos fojas que contiene los siguientes elementos:
2.1. Oficio 194/2025-2026 suscrito por el Supervisor Escolar BT025 quien refirió que la documentación requerida (horarios, planeaciones, listas de asistencia, cuadros F1, estrategias y exámenes) constituye el acervo pedagógico y administrativo custodiado por el plantel por lo que se requirió a la Encargada del CBT Dr. Carlos Sosa Moss la integración total de los expedientes de los docentes referidos en la solicitud y como avance al cumplimiento se adjuntaron las planeaciones didácticas, antecedentes de respuesta y la solicitud de información realizada a la encargada del despacho de la Dirección del plantel en la que se ordena la entrega del resto de los requisitos documentales faltantes (listas de asistencia, cuadros F1 y exámenes).
2.2. Oficio 189/2025-2026 signado por el Supervisor Escolar BT025 y dirigido a la Encargada del CBT Dr. Carlos Sosa Moss, Juchitepec, con el que se requirió la información peticionada en la solicitud de información.
2.3. Planeaciones escolares del segundo semestre 2023-2024, primer semestre 2024-2025, segundo semestre 2024-2025 y primer semestre 2025-2026 (de la foja 4 a la 651)
2.4. Oficios dirigidos a Luis Ignacio Lima López, Benjamín Salvador Domínguez Luna, Miguel Ángel Meza Bonilla, Diana Raquel García Díaz y Mario Roger Romero Sánchez, mediante los cuales se requirió la entrega de la información solicitada (fojas 652 a 656).
2.5. Listas de asistencia de alumnos de diversos cursos con datos testados (fojas 661 a 669).
2.6. Oficios de respuesta de los docentes referidos a la solicitud de información (fojas 672 a 679).
2.7. Documento suscrito por la Subdirectora Escolar en el que el asunto corresponde a la atención y seguimiento al Oficio número 22802001020000L/4020/2025, en el que refiere que esa subdirección a iniciado el proceso de recopilación, integración y revisión de la documentación solicitada correspondiente a los docentes adscritos a este plantel, relativa a los ciclos escolares 2021-2022, 2022-2023, 2023-2024 y al ciclo escolar vigente 2024-2025 y que al momento en el que la suscrita asumió el cargo, no se llevó a cabo el acto formal de entrega recepción de documentación física i digital, por lo que no cuenta con el resguardo institucional de información correspondiente a ciclos escolares anteriores, por lo que derivado de la búsqueda en el denominado archivo muerto de esa Institución no fue localizada documentación correspondiente a las fechas solicitadas e informó que respecto de los horarios, es el primer semestre en que la suscrita tiene a su cargo la elaboración de los horarios escolares y que los horarios firmados de recibido por los docentes obran en resguardo de la Dirección Escolar; respecto de las planeaciones, manifestó que sólo se hará entrega de aquellas planeaciones que cada uno de los docentes entregó, señalando que el seguimiento de las planeaciones lo realizar la Supervisión Escolar por lo que en el plantel el control es únicamente de carácter informativo; con relación a las listas de asistencia, estas se encuentran bajo resguardo personal de cada docente, por lo que fueron solicitadas aunque no han sido entregadas a la subdirección; con relación a los cuadros F1, a esa subdirección únicamente se le presenta el original para efectos de revisión y cotejo, pero los originales quedan bajo resguarde de la Secretaría Escolar por lo que no se cuenta con dichos documentos en archivo propio; respecto de las estrategias de enseñanza-aprendizaje, a pesar de que se habían solicitado en las jornadas académicas para su debido seguimiento, los docentes referidos no han realizado la entrega de dicha documentación; por último, con relación a los exámenes, se señaló que los docentes presentaron los exámenes para su revisión con excepción del maestro Miguel Ángle Mez Bonillo, sin embargo esa Subdirección no cuenta con dichos documentos en archivo (fojas 675 y 676).
2.8. Oficio 610/2025-2026 emitido por la Subdirectora Escolar del CBT Dr. Carlos Sosa Moss, Juchitepec, con el que, respecto de la información solicitada, manifestó las situaciones detectadas en las que se señaló que se ha identificado que algunas planeaciones presentan estructuras homogéneas y redacciones estandarizadas, lo que permite advertir el uso de herramientas de apoyo digital, situación que fue observada de manera preventiva dentro de los espacios de trabajo académico, la entrega de planeaciones se ha realizado de manera extemporánea, generalmente posterior a recordatorios verbales de carácter general efectuados durante las jornadas de trabajo y en algunos casos fue necesario realizar recordatorios de forma individual, que la congruencia de las planeaciones con los planes y programas de estudio es, en términos generales, adecuada, que respecto del maestro Mario Roger Romero Sánchez ha desempeñado funciones de Subdirección por lo que no se recibió entrega de planeaciones didácticas por su parte y respecto del maestro Jesús Galicia López, durante el presente semestre, no realizó entrega de planeaciones, debido a que no se encuentra registrado en plantilla, encontrándose únicamente como apoyo académico, sin asignación formal de carga horaria; por último, que las observaciones de clase no se llevaron a cabo de manera sistemática, derivado de dificultades para el seguimiento oportuno de las indicaciones académicas, lo que limitó la implementación regular de dichas acciones de acompañamiento (fojas 680 y 681).
2.9. Referencia al Acuerdo CTE702/04/2026 emitido por el Comité de Transparencia en la Segunda Sesión Extraordinaria celebrada el veintiuno de enero de dos mil veintiséis, con el que se confirmó la clasificación parcial de carácter de información confidencial de los datos personales identificados para dar cumplimiento al presente recurso de revisión (foja 682).

Cabe referir que el documento denominado «Res RR14665 de SI1092 SPH.pdf» no fue puesto a la vista de la parte Recurrente debido a que el Sujeto Obligado no remitió el acuerdo de clasificación emitido por el Comité de Transparencia, por lo que la versión pública de la información presentada no genera la debida certeza respecto de la supresión de los datos que se presentan. 

Por su parte, la Recurrente no emitió manifestaciones, vertió alegatos ni presentó pruebas que a su derecho convinieran, así como tampoco se pronunció respecto del Informe Justificado rendido por el Sujeto Obligado.

Ahora bien, quedando establecido lo anterior, este Órgano Garante considera viable realizar el estudio en aras de establecer si la respuesta del Sujeto Obligado colma la pretensión de la parte Recurrente, así como calificar los motivos de inconformidad de el particular. 

En este sentido, es pertinente enfatizar lo que, respecto al derecho de acceso a la información pública, refiere el artículo 5° de la Constitución Política del Estado Libre y Soberano de México, que en su parte conducente dispone lo siguiente:

Artículo 5. […]

El derecho a la información será garantizado por el Estado. La ley establecerá las previsiones que permitan asegurar la protección, el respeto y la difusión de este derecho. 

Para garantizar el ejercicio del derecho de transparencia, acceso a la información pública y protección de datos personales, los poderes públicos y los organismos autónomos, transparentarán sus acciones, en términos de las disposiciones aplicables, la información será oportuna, clara, veraz y de fácil acceso. 

Este derecho se regirá por los principios y bases siguientes:

I. Toda la información en posesión de cualquier autoridad, entidad, órgano y organismos de los Poderes Ejecutivo, Legislativo y Judicial, órganos autónomos, partidos políticos, fideicomisos y fondos públicos estatales y municipales, así como del gobierno y de la administración pública municipal y sus organismos descentralizados, asimismo de cualquier persona física, jurídica colectiva o sindicato que reciba y ejerza recursos públicos o realice actos de autoridad en el ámbito estatal y municipal, es pública y sólo podrá ser reservada temporalmente por razones previstas en la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos de interés público y seguridad, en los términos que fijen las leyes. En la interpretación de este derecho deberá prevalecer el principio de máxima publicidad. Los sujetos obligados deberán documentar todo acto que derive del ejercicio de sus facultades, competencias o funciones, la ley determinará los supuestos específicos bajo los cuales procederá la declaración de inexistencia de la información.
II. La información referente a la intimidad de la vida privada y la imagen de las personas será protegida a través de un marco jurídico rígido de tratamiento y manejo de datos personales, con las excepciones que establezca la ley reglamentaria.
III. Toda persona, sin necesidad de acreditar interés alguno o justificar su utilización, tendrá acceso gratuito a la información pública, a sus datos personales o a la rectificación de éstos.
IV. Se establecerán mecanismos de acceso a la información y procedimientos de revisión expeditos que se sustanciarán ante el organismo autónomo especializado e imparcial que establece esta Constitución.
V. Los procedimientos de acceso a la información pública, de acceso, corrección y supresión de datos personales, así como los recursos de revisión derivados de los mismos, podrán tramitarse por medios electrónicos, a través de un sistema automatizado que para tal efecto establezca la ley reglamentaria y el organismo autónomo garante en el ámbito de su competencia. Las resoluciones que correspondan a estos procedimientos se sistematizarán para favorecer su consulta.
VI. Los sujetos obligados deberán preservar sus documentos en archivos administrativos actualizados y publicarán, a través de los medios electrónicos disponibles, la información completa y actualizada sobre el ejercicio de los recursos públicos y los indicadores que permitan rendir cuenta del cumplimiento de sus objetivos y los resultados obtenidos.
VII. La ley reglamentaria, determinará la manera en que los sujetos obligados deberán hacer pública la información relativa a los recursos públicos que entreguen a personas físicas o jurídicas colectivas.

En ese orden de ideas, la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios, prevé en su artículo 23 fracción I, lo siguiente:

Artículo 23. Son sujetos obligados a transparentar y permitir el acceso a su información y proteger los datos personales que obren en su poder:

I. El Poder Ejecutivo del Estado de México, las dependencias, organismos auxiliares, órganos, entidades, fideicomisos y fondos públicos, así como la Procuraduría General de Justicia;
[…]

Es así como, conforme a los preceptos legales citados, se desprende que el derecho de acceso a la información pública es un derecho individual que puede ser ejercido ante cualquier autoridad, entidad, órgano u organismo, tanto federales, como estatales, de la Ciudad de México, o Municipales, con el fin de que los particulares conozcan toda aquella información que es considerada como pública.

Asimismo, de la interpretación al acto impugnado y a los motivos de inconformidad expresados por la parte Recurrente, se estima que en el presente caso se actualizó la causal de procedencia del recurso de revisión prevista en la fracción I del artículo 179 de la Ley de Transparencia local, que a la letra estipula lo siguiente:

Artículo 179. El recurso de revisión es un medio de protección que la Ley otorga a los particulares, para hacer valer su derecho de acceso a la información pública, y procederá en contra de las siguientes causas:

I. La negativa a la información solicitada;
[…]

En ese sentido, también es importante señalar que el artículo 4, párrafo segundo, de la Ley de Transparencia local dispone lo siguiente:

Artículo 4. […]

Toda la información generada, obtenida, adquirida, transformada, administrada o en posesión de los sujetos obligados es pública y accesible de manera permanente a cualquier persona, en los términos y condiciones que se establezcan en los tratados internacionales de los que el Estado mexicano sea parte, en la Ley General, la presente Ley y demás disposiciones de la materia, privilegiando el principio de máxima publicidad de la información. 

Solo podrá ser clasificada excepcionalmente como reservada temporalmente por razones de interés público, en los términos de las causas legítimas y estrictamente necesarias previstas por esta Ley.

De lo anterior, se desprende, que la información generada, obtenida, adquirida, transmitida, administrada o en posesión de los Sujetos Obligados, será accesible de manera permanente a cualquier persona, privilegiando el principio de máxima publicidad de la información.

Por su parte, el artículo 12, de la Ley de la materia establece que los Sujetos Obligados sólo proporcionarán la información que generen, recopilen, administren, manejen, procesen, archiven o conserven, y sólo facilitarán las que se les requiera y obre en sus archivos, en el estado en el que se encuentre, sin la obligación de generarla, resumirla, efectuar cálculos o practicar investigaciones; tal y como se señala a continuación: 

Artículo 12. Quienes generen, recopilen, administren, manejen, procesen, archiven o conserven información pública serán responsables de la misma en los términos de las disposiciones jurídicas aplicables.

Los sujetos obligados sólo proporcionarán la información pública que se les requiera y que obre en sus archivos y en el estado en que ésta se encuentre. La obligación de proporcionar información no comprende el procesamiento de la misma, ni el presentarla conforme al interés del solicitante; no estarán obligados a generarla, resumirla, efectuar cálculos o practicar investigaciones.

En síntesis, el derecho de acceso a la información pública se satisface en aquellos casos en que se entregue el soporte documental en que conste la información pública, toda vez que, los Sujetos Obligados no tienen el deber de generar, poseer o administrar la información pública con el grado de detalle solicitado; esto es, que no tienen el deber de generar un documento ad hoc, para satisfacer el derecho de acceso a la información pública.

Como apoyo a lo anterior, es aplicable el Criterio 03-17, emitido por el Instituto Nacional de Transparencia, Acceso a la Información y Protección de Datos Personales, que dice: 


No existe obligación de elaborar documentos ad hoc para atender las solicitudes de acceso a la información. Los artículos 129 de la Ley General de Transparencia y Acceso a la Información Pública y 130, párrafo cuarto, de la Ley Federal de Transparencia y Acceso a la Información Pública, señalan que los sujetos obligados deberán otorgar acceso a los documentos que se encuentren en sus archivos o que estén obligados a documentar, de acuerdo con sus facultades, competencias o funciones, conforme a las características físicas de la información o del lugar donde se encuentre. Por lo anterior, los sujetos obligados deben garantizar el derecho de acceso a la información del particular, proporcionando la información con la que cuentan en el formato en que la misma obre en sus archivos; sin necesidad de elaborar documentos ad hoc para atender las solicitudes de información.


Asimismo, el artículo 24, de la Ley de la materia, dispone que los Sujetos Obligados sólo proporcionarán la información pública que generen, administren o posean en el ejercicio de sus atribuciones; por consiguiente, la información pública se encuentra a disposición de cualquier persona, lo que implica que es deber de los Sujetos Obligados, garantizar el derecho de acceso a la información pública.

En esta misma tesitura, es de subrayar que el derecho de acceso a la información pública, consiste en que la información solicitada conste en un soporte documental en cualquiera de sus formas, a saber: expedientes, reportes, estudios, actas, resoluciones, oficios, correspondencia, acuerdos, directivas, directrices, circulares, contratos, convenios, instructivos, notas, memorandos, estadísticas o bien, cualquier otro registro que documente el ejercicio de las facultades, funciones y competencias de los Sujetos Obligados; los que, podrán estar en cualquier medio, sea escrito, impreso, sonoro, visual, electrónico, informático u holográfico, de conformidad con el artículo 3, fracción XI, de la Ley de la materia, el cual dispone lo siguiente: 

Artículo 3. Para los efectos de la presente Ley se entenderá por:
[…]
XI. Documento: Los expedientes, reportes, estudios, actas, resoluciones, oficios, correspondencia, acuerdos, directivas, directrices, circulares, contratos, convenios, instructivos, notas, memorandos, estadísticas o bien, cualquier otro registro que documente el ejercicio de las facultades, funciones y competencias de los sujetos obligados, sus servidores públicos e integrantes, sin importar su fuente o fecha de elaboración. Los documentos podrán estar en cualquier medio, sea escrito, impreso, sonoro, visual, electrónico, informático u holográfico;
[…]

Siendo aplicable el Criterio de interpretación en el orden administrativo número 0002-11, emitido por Acuerdo del Pleno del Instituto de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios; publicado en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado Libre y Soberano de México «Gaceta del Gobierno», el diecinueve de octubre de dos mil once, cuyo rubro y texto dispone:


INFORMACIÓN PÚBLICA, CONCEPTO DE, EN MATERIA DE TRANSPARENCIA. INTERPRETACIÓN SISTEMÁTICA DE LOS ARTÍCULOS 2°, FRACCIÓN V, XV, Y XVI, 3°, 4°, 11 Y 41. De conformidad con los artículos antes referidos, el derecho de acceso a la información pública, se define en cuanto a su alcance y resultado material, el acceso a los archivos, registros y documentos públicos, administrados, generados o en posesión de los órganos u organismos públicos, en virtud del ejercicio de sus funciones de derecho público, sin importar su fuente, soporte o fecha de elaboración.

En consecuencia el acceso a la información se refiere a que se cumplan cualquiera de los siguientes tres supuestos:

1) Que se trate de información registrada en cualquier soporte documental, que en ejercicio de las atribuciones conferidas, sea generada por los Sujetos Obligados;
2) Que se trate de información registrada en cualquier soporte documental, que en ejercicio de las atribuciones conferidas, sea administrada por los Sujetos Obligados, y
3) Que se trate de información registrada en cualquier soporte documental, que en ejercicio de las atribuciones conferidas, se encuentre en posesión de los Sujetos Obligados.

En segundo término, se observa que el Sujeto Obligado, en un primer momento manifestó, mediante el pronunciamiento del Supervisor Escolar BT025 que, debido a que ingresó al cargo el dieciséis de agosto de dos mil veinticuatro, la documentación oficial bajo su resguardo y conocimiento directo abarca sólo a partir del ciclo escolar 2024-2025; así, refirió que la documentación correspondiente a los ciclos 2021-2022, 2022-2023 y 2023-2024 se encuentran bajo la custodia de la Dirección Escolar del CBT Dr. Carlos Sosa Moss, Juchitepec y por la cantidad de documentos requiere que el termino para atender la solicitud se prorrogue.

Posteriormente, al momento de rendir el Informe Justificado, se remitieron diversos documentos entre los que se destacan las planeaciones escolares del segundo semestre 2023-2024, primer semestre 2024-2025, segundo semestre 2024-2025 y primer semestre 2025-2026, listas de asistencia de alumnos a diversos cursos, así como el pronunciamiento emitido por la Subdirectora Escolar del CBT Dr. Carlos Sosa Moss, Juchitepec, con el que refiere las diversas situaciones detectadas al momento de realizar la búsqueda de la información y la referencia al Acuerdo CTE702/04/2026 emitido por el Comité de Transparencia en la Segunda Sesión Extraordinaria celebrada el veintiuno de enero de dos mil veintiséis, con el que se confirmó la clasificación parcial de carácter de información confidencial de los datos personales identificados para dar cumplimiento al presente recurso de revisión.

Ahora bien, se debe destacar que la documentación referida con anterioridad no fue puesta a la vista de la parte Recurrente debido a que no fue acompañada del acuerdo emitido por el Comité de Transparencia con el que se haya fundado y motivado la supresión de los datos, toda vez que sólo se refiere en el extracto referido únicamente se señala que se encontraron datos personales susceptibles de ser clasificados como información confidencial, sin que se identificara la naturaleza de dichos datos ni el motivo de su supresión.

Al respecto, se estima que, dado el pronunciamiento del Sujeto Obligado tanto en respuesta como en el Informe Justificado, el Sujeto Obligado no negó contar con la información solicitada; por el contrario, remitió diversos documentos con los cuales se pretendió colmar la pretensión de la parte Recurrente, además de que la información solicitada constituye el acervo pedagógico y administrativo custodiado por el plantel por lo que se requirió a la Encargada del CBT Dr. Carlos Sosa Moss la integración total de los expedientes de los docentes referidos en la solicitud. Por tanto, se debe entender que el Sujeto Obligado cuenta con las atribuciones, competencias o facultades para generar, poseer o administrar la información solicitada; esto dado que aceptó expresamente que cuenta con dichos documentos en sus archivos, por ende, es dable omitir el estudio respecto de la fuente obligación para generar, poseer o administrar la información solicitada.
 
Cabe recordar que el estudio de la naturaleza jurídica tiene por objeto determinar si la información requerida es generada, poseída o administrada por los sujetos obligados; por lo que, en el caso en concreto, en virtud de que el Sujeto Obligado asumió contar con dicha información, resulta redundante realizar el estudio correspondiente, y a nada práctico conduciría llevar a cabo dicho estudio.

Empero, se tiene que los documentos remitidos en Informe Justificado, los cuales fueron analizados por el personal de este Instituto, no bastan para colmar la pretensión de la parte Recurrente, puesto que las planeaciones remitidas no corresponden a los ciclos escolares establecidos en la solicitud (2021-2022, 2022-2023 y 2023-2024) de los cuales sólo se proporcionó el correspondiente al segundo semestre 2023- 2024; además de que las listas de alumnos resultan ilegibles dado el testado y no permiten que se verifique si pertenecen a los docentes referidos ni a los ciclos escolares especificados.

En ese sentido, la documentación que acompaño el Sujeto Obligado a su Informe Justificado no corresponde a lo solicitado por la parte Recurrente, por lo que es viable que, dada la aceptación de generar la información solicitada, se lleve a cabo una búsqueda exhaustiva y razonable en los archivos de las áreas que se estimen competentes, con la finalidad de hacer entrega, de los documentos generados en los ciclos escolares 2021-2022, 2022-2023, 2023-2024 por los docentes Benjamín Salvador Domínguez Luna, Jesús Galicia López, Diana Raquel García Díaz, Luis Ignacio Lima López, Miguel Ángel Meza Bonilla y Mario Roger Romero Sánchez adscritos al CBT Dr. Carlos Sosa Moss de Juchitepec, en los que, de manera semestral, conste lo siguiente:

1. Horario semestral. 
2. Planeaciones didácticas. 
3. Listas de asistencia. 
4. Cuadros F1 firmados por los alumnos. 
5. Estrategias de enseñanza–aprendizaje aplicadas en cada parcial, autorizadas por la Dirección Escolar. 
6. Exámenes autorizados por la Dirección Escolar.

Ahora bien, no pasa desapercibido lo referido por la Subdirectora Escolar del CBT Dr. Carlos Sosa Moss, Juchitepec, al manifestar que, derivado de que no se realizó el acto forma de entrega-recepción de la documentación física ni digital al momento en que asumió el cargo, no cuenta con el resguardo de la información correspondiente a ciclos escolares anteriores, sin que se señale de manera específica cuáles son los documentos que no obren en los archivos ni los motivos por los que estos no se encuentran; consecuentemente, se generó una incertidumbre respecto de la existencia o inexistencia de la información.

Al respecto, se debe referir que, según Trujillo, Humberto (2019), en el «Diccionario de Transparencia y Acceso a la Información Pública» (p. 201), la negativa de acceso a la información ocurre cuanto de manera fundada y motivada, una autoridad la niega o la limita, por alguna de las siguientes razones:

1. La inexistencia de la información (p. 171): Sucede cuando la información solicitada no se encuentra en los archivos públicos o clasificados, de los entes sujetos a las Leyes de Transparencia.
2. La incompetencia del Sujeto Obligado (p. 171): Ocurre cuando el Sujeto Obligado carece de atribuciones para poseer la información peticionada.
3. La clasificación de la información (p. 70): Es el proceso o conjunto de acciones que realizan los sujetos obligados para establecer que determinada información se encuentra en alguno de los supuestos de reserva o confidencialidad establecidos en la legislación en materia de transparencia.

En ese orden de ideas, es de señalar que las excepciones al derecho de acceso a la información, consisten en que la documentación sea inexistente, se encuentre clasificada, o bien, los sujetos obligados sea incompetente para contar con esta; esto es, la negativa de acceso a la información, recae cuando la documentación no se encuentre en los archivos del sujeto obligado, o bien exista, pero no pueda proporcionarse por contener datos confidenciales o reservados.

En el caso en concreto, si bien es cierto que el Sujeto Obligado manifestó que la información relativa a los ciclos escolares anteriores no se encuentra en los de la Subdirección Escolar del plantel CBT Dr. Carlos Sosa Moss de Juchitepec, también lo es que se carece de la certeza de cuáles son los documentos que no se encuentran en los archivos de esa unidad administrativa; sin embargo, en el supuesto de que no obre parcial o totalmente la información solicitada en los archivos de las áreas competentes, no basta con el simple pronunciamiento de su inexistencia.

Al respecto, resulta aplicable lo dispuesto en el criterio con clave de control SO/014/2017, de la Segunda Época, emitido por el entonces Instituto Nacional de Transparencia, Acceso a la Información y Protección de Datos Personales (INAI), que a la letra establece lo siguiente:

Inexistencia. La inexistencia es una cuestión de hecho que se atribuye a la información solicitada e implica que ésta no se encuentra en los archivos del sujeto obligado, no obstante que cuenta con facultades para poseerla.

De tal forma que la inexistencia de la información es una cuestión de hecho que se le atribuye a la misma, cuando ésta no se encuentra en los archivos del sujeto obligado. En ese orden de ideas, según Trujillo, Humberto (2019), en el «Diccionario de Transparencia y Acceso a la Información Pública» (p. 171), la inexistencia de la información es cuando la información requerida no se encuentra en los archivos públicos, reservados o clasificados, de los sujetos obligados. 

Así, es posible concluir que la inexistencia presupone la competencia de los sujetos obligados para conocer de la información, pero por alguna circunstancia, la documentación solicitada no obra en sus archivos; sin embargo, no basta con que los sujetos obligados señalen dicha circunstancia, sino que también debe de señalar las razones por las cuales no cuentan con lo peticionado, es decir, las circunstancias que dan lugar a la inexistencia. Lo cual aconteció en el presente caso, pues tanto en respuesta como en informe justificado, el área competente indicó que la inforamción solicitada no se ha generado.

Así, en el supuesto de que de la búsqueda exhaustiva y razonable de la información en los archivos de las áreas competentes se determine que la documentación solicitada no obra en sus archivos, dicha inexistencia debera ser declarada formalmente por el Comité de Transparencia, ya que se actualiza lo dispuesto en el tercer párrafo del artículo 19 de la Ley de Transparencia estatal.

Sobre el tema, el artículo 19 de la Ley de la materia establece que la información debe de existir, si se refiere a las facultades, competencias y funciones que los ordenamientos jurídicos aplicables otorguen a los sujetos obligados. Asimismo, que si el Sujeto Obligado, en el ejercicio de sus atribuciones, debía generar, poseer o administrar la información, pero esta no se encuentra, el Comité de Transparencia deberá emitir un acuerdo de inexistencia debidamente fundado y motivado, en el que detalle las razones del por qué no obra en sus archivos.
 
Para robustecer lo anterior, resultan aplicables los criterios con claves de control SO/012/2010 y SO/004/2019, emitidos por el INAI, en los que se dispone lo siguiente:

Propósito de la declaración formal de inexistencia. Atendiendo a lo dispuesto por los artículos 43, 46 de la Ley Federal de Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental y 70 de su Reglamento, en los que se prevé el procedimiento a seguir para declarar la inexistencia de la información, el propósito de que los Comités de Información de los sujetos obligados por la Ley Federal de Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental emitan una declaración que confirme, en su caso, la inexistencia de la información solicitada, es garantizar al solicitante que efectivamente se realizaron las gestiones necesarias para la ubicación de la información de su interés, y que éstas fueron las adecuadas para atender a la particularidad del caso concreto. En ese sentido, las declaraciones de inexistencia de los Comités de Información deben contener los elementos suficientes para generar en los solicitantes la certeza del carácter exhaustivo de la búsqueda de la información solicitada y de que su solicitud fue atendida debidamente; es decir, deben motivar o precisar las razones por las que se buscó la información en determinada(s) unidad(es) administrativa(s), los criterios de búsqueda utilizados, y las demás circunstancias que fueron tomadas en cuenta.

Propósito de la declaración formal de inexistencia. El propósito de que los Comités de Transparencia emitan una declaración que confirme la inexistencia de la información solicitada, es garantizar al solicitante que se realizaron las gestiones necesarias para la ubicación de la información de su interés; por lo cual, el acta en el que se haga constar esa declaración formal de inexistencia, debe contener los elementos suficientes para generar en los solicitantes la certeza del carácter exhaustivo de la búsqueda de lo solicitado.

De lo anterior se desprende que las declaraciones de inexistencia emitidas por los Comités de Transparencia deben de contener los elementos suficientes para generar en los solicitantes la certeza de que la información no obra en sus archivos, esto es, deben fundar y motivar las razones por las cuales se buscó la información en determinadas unidades administrativas, los criterios de búsqueda y demás circunstancias tomadas en cuenta, con el fin de garantizar al solicitante que efectivamente se hicieron las gestiones necesarias para localizar la documentación de su interés. Asimismo, según Calero, Natalia (2016), en la «Ley General de Transparencia y Acceso a la Información Pública Comentada» (p. 419), las declaraciones de inexistencia, deben contener lo siguiente:

a) Los elementos que le permitan a los solicitantes tener certeza de que el Sujeto Obligado utilizó un criterio de búsqueda exhaustivo: Para atender dicho supuesto, se debe precisar en qué unidades administrativas buscó, así como en el tipo de archivos y la manera en que realizó la indagación;
b) Las circunstancias de tiempo, modo y lugar que motiven las razones por las cuales la información es inexistente: Al respecto, los sujetos obligados para acreditar dicho punto, deberán proveer la mayor cantidad de elementos posibles que permitan evidencia las razones por las cuales la información requerida no existe, y
c) El servidor público responsable de contar con ésta: Es importante indicar, el cargo y las razones jurídicas por las cuales debió generar la información.

Conforme a lo citado, se considera que es necesario que el Sujeto Obligado declare por medio de su Comité de Transparencia, la inexistencia de la información solicitada; para tal situación, deberá seguir el procedimiento establecido en el artículo 169 y 170 de la Ley de Transparencia estatal, en los que se establece que, cuando la información no se encuentre en los archivos del Sujeto Obligado, el Comité de Transparencia deberá:

1. Analizar el caso y tomar las medidas necesarias para localizar la información;
2. Expedir una resolución que confirme la inexistencia de la información, que contenga los elementos mínimos que permitan al Solicitante tener la certeza de que se utilizó un criterio de búsqueda exhaustivo, así como, las circunstancias de modo, tiempo y lugar que generaron la inexistencia y el servidor público responsable de contar con la información;
3. Ordenar, siempre que sea materialmente posible, que se genere o reponga la información en caso de que ésta tuviera que existir o previa acreditación de la imposibilidad de su generación, exponga de forma fundada y motivada las razones de dicha situación, y.
4. Notificar al Órgano Interno de Control o equivalente, a efecto de que inicie el procedimiento de responsabilidad administrativa correspondiente.

Por lo argumentado en párrafos anteriores, este Instituto estima que los motivos de inconformidad planteados por la parte Recurrente devienen fundados, por lo que es procedente revocar la respuesta y ordenar al Sujeto Obligado a que lleve a cabo una búsqueda exhaustiva y razonable en los archivos de las áreas competentes con la finalidad de hacer entrega, en versión pública, de los documentos generados en los ciclos escolares 2021-2022, 2022-2023, 2023-2024 por los docentes Benjamín Salvador Domínguez Luna, Jesús Galicia López, Diana Raquel García Díaz, Luis Ignacio Lima López, Miguel Ángel Meza Bonilla y Mario Roger Romero Sánchez adscritos al CBT Dr. Carlos Sosa Moss de Juchitepec, en los que, de manera semestral, conste lo siguiente:

1. Horario semestral. 
2. Planeaciones didácticas. 
3. Listas de asistencia. 
4. Cuadros F1 firmados por los alumnos. 
5. Estrategias de enseñanza–aprendizaje aplicadas en cada parcial, autorizadas por la Dirección Escolar. 
6. Exámenes autorizados por la Dirección Escolar.

En el supuesto de que, una vez realizada la búsqueda exhaustiva y razonable, se determine que la información no se encuentra en los archivos de las áreas competentes, el Sujeto Obligado deberá entregar el Acuerdo emitido por el Comité de Transparencia mediante el cual, de manera fundada y motivada, se declare la inexistencia de la información, en términos de los artículos 19 tercer párrafo, 169 y 170, de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios.

DE LA VERSIÓN PÚBLICA
En la elaboración de la versión pública se deberá considera lo dispuesto en los artículos 3 fracciones IX, XX, XXI y XLV, 91, 132 fracciones II y III y 143 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios que establecen lo siguiente:

Artículo 3. Para los efectos de la presente Ley se entenderá por:
[…]
IX. Datos personales: La información concerniente a una persona, identificada o identificable según lo dispuesto por la Ley de Protección de Datos Personales del Estado de México; 
XX. Información clasificada: Aquella considerada por la presente Ley como reservada o confidencial;
XXI. Información confidencial: Se considera como información confidencial los secretos bancario, fiduciario, industrial, comercial, fiscal, bursátil y postal, cuya titularidad corresponda a particulares, sujetos de derecho internacional o a sujetos obligados cuando no involucren el ejercicio de recursos públicos;
[…]
XLV. Versión pública: Documento en el que se elimine, suprime o borra la información clasificada como reservada o confidencial para permitir su acceso.
[…]

Artículo 91. El acceso a la información pública será restringido excepcionalmente, cuando ésta sea clasificada como reservada o confidencial.

Artículo 132. La clasificación de la información se llevará a cabo en el momento en que:
I. Se reciba una solicitud de acceso a la información;
II. Se determine mediante resolución de autoridad competente; o
III. Se generen versiones públicas para dar cumplimiento a las obligaciones de transparencia previstas en esta Ley.
[…]

Artículo 143. Para los efectos de esta Ley se considera información confidencial, la clasificada como tal, de manera permanente, por su naturaleza, cuando:
I. Se refiera a la información privada y los datos personales concernientes a una persona física o jurídico colectiva identificada o identificable;
II. Los secretos bancario, fiduciario, industrial, comercial, fiscal, bursátil y postal, cuya titularidad corresponda a particulares, sujetos de derecho internacional o a sujetos obligados cuando no involucren el ejercicio de recursos públicos; y
III. La que presenten los particulares a los sujetos obligados, de conformidad con lo dispuesto por las leyes o los tratados internacionales.
La información confidencial no estará sujeta a temporalidad alguna y sólo podrán tener acceso a ella los titulares de la misma, sus representantes y los servidores públicos facultados para ello.
No se considerará confidencial la información que se encuentre en los registros públicos o en fuentes de acceso público, ni tampoco la que sea considerada por la presente ley como información pública.

De este modo, en armonía entre los principios constitucionales de máxima publicidad y de protección de datos personales, la Ley permite la elaboración de versiones públicas en las que se suprima aquella información relacionada con la vida privada de los particulares.

Por otro lado, los Lineamientos Generales en Materia de Clasificación y Desclasificación de la Información, así como para la elaboración de Versiones Públicas, emitidos por el Consejo Nacional del Sistema Nacional de Transparencia, Acceso a la Información Pública y Protección de Datos Personales, publicados en el Diario Oficial de la Federación el día quince de abril de dos mil dieciséis, tienen por objeto establecer los criterios con base en los cuales los sujetos obligados clasificarán como reservada o confidencial la información que posean, desclasificarán y generarán, en su caso, versiones públicas de expedientes o documentos que contengan partes o secciones clasificadas.

Asimismo, los Lineamientos Quincuagésimo sexto, Quincuagésimo séptimo y Quincuagésimo octavo, establecen lo siguiente:

Quincuagésimo sexto. Cuando la elaboración de la versión pública del documento o expediente que contenga partes o secciones reservadas o confidenciales, genere costos por reproducción por derivar de una solicitud de información o determinación de una autoridad competente, ésta será elaborada hasta que se haya acreditado el pago correspondiente.

Quincuagésimo séptimo. Se considera, en principio, como información pública y no podrá omitirse de las versiones públicas la siguiente:

I. La relativa a las Obligaciones de Transparencia que contempla el Título V de la Ley General y las demás disposiciones legales aplicables; 
II. El nombre de los integrantes de los sujetos obligados en los documentos, y sus firmas autógrafas o digitales, cuando sean utilizados en el ejercicio de las facultades conferidas para el desempeño del servicio público, y 
III. La información que documente decisiones y los actos de autoridad concluidos de los sujetos obligados, así como el ejercicio de las facultades o actividades de los servidores públicos, de manera que se pueda valorar el desempeño de los mismos. 

Lo anterior, siempre y cuando no se acredite alguna causal de clasificación, prevista en las leyes o en los tratados internacionales suscritos por el Estado mexicano. 

Quincuagésimo octavo. Los sujetos obligados garantizarán que los sistemas o medios empleados para eliminar la información en las versiones públicas sean irreversibles, de tal forma que no permitan la recuperación o visualización de la misma.

Por lo tanto, la entrega de documentos en su versión pública debe acompañarse necesariamente del Acuerdo del Comité de Transparencia que la sustente el cual debe estar debidamente fundado y motivado, en el que se expongan los fundamentos y razonamientos que llevaron al Sujeto Obligado a testar, suprimir o eliminar datos de dicho soporte documental, ya que no hacerlo, se reitera que lo entregado no tendría un sustento jurídico ni resultaría ser una versión pública, sino más bien una documentación ilegible, incompleta o tachada; ya que el no justificar las causas o motivos por las que no se aprecian determinados datos -ya sea porque se testan o suprimen- deja a la solicitante en estado de incertidumbre, al no conocer o comprender porque no aparecen en la documentación respectiva.

Por lo que respecta al Acuerdo del Comité de Transparencia que sustente la versión pública de la documentación a entregar, deberá ser notificado mediante el SAIMEX.

En ese tenor y de acuerdo con la interpretación en el orden administrativo que le da la Ley de la materia a este Instituto específicamente, en términos de su artículo 36, fracción I, de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios, a efecto de salvaguardar el derecho de acceso a la información pública consignado a favor de la parte Recurrente.

En mérito de lo expuesto en líneas anteriores, este Instituto considera que los motivos de inconformidad planteados por la parte Recurrente resultan fundados en el recurso de revisión que es materia de esta resolución; por ello con fundamento en la primera hipótesis de la fracción III del artículo 186 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios, se REVOCA la respuesta a la solicitud de información número 01092/SECTI/IP/2025, que ha sido materia del presente estudio.
Por lo antes expuesto y fundado es de resolverse y,

S E    R E S U E L V E

PRIMERO. Se REVOCA la respuesta entregada por el Sujeto Obligado a la solicitud de información número 01092/SECTI/IP/2025, al resultar fundados los motivos de inconformidad argüidos por la parte Recurrente, en términos del Considerando CUARTO de la presente resolución. 

SEGUNDO. Se ORDENA al Sujeto Obligado que realice una búsqueda exhaustiva y razonable en los archivos de todas las áreas que resulten competentes con el propósito de hacer entrega a la parte Recurrente mediante el Sistema de Acceso a la Información Mexiquense (SAIMEX), en versión pública y en términos del Considerando CUARTO, de los documentos generados en los ciclos escolares 2021-2022, 2022-2023, 2023-2024 por los docentes Benjamín Salvador Domínguez Luna, Jesús Galicia López, Diana Raquel García Díaz, Luis Ignacio Lima López, Miguel Ángel Meza Bonilla y Mario Roger Romero Sánchez adscritos al CBT Dr. Carlos Sosa Moss de Juchitepec, en los que, de manera semestral, conste lo siguiente:

1. Horario semestral. 
2. Planeaciones didácticas. 
3. Listas de asistencia. 
4. Cuadros F1 firmados por los alumnos. 
5. Estrategias de enseñanza–aprendizaje aplicadas en cada parcial, autorizadas por la Dirección Escolar. 
6. Exámenes autorizados por la Dirección Escolar.

Como sustento de la versión pública se deberá emitir Acuerdo del Comité de Transparencia correspondiente, en términos del artículo 49 fracción VIII y 132 fracción II de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios, en el que funde y motive las razones sobre los datos que se supriman o eliminen dentro del soporte documental respectivo.

En el supuesto de que, una vez realizada la búsqueda exhaustiva y razonable, se determine que la información no se encuentra en los archivos de las áreas competentes, el Sujeto Obligado deberá entregar el Acuerdo emitido por el Comité de Transparencia mediante el cual, de manera fundada y motivada, se declare la inexistencia de la información, en términos de los artículos 19 tercer párrafo, 169 y 170, de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios.

TERCERO. Notifíquese la presente resolución al Titular de la Unidad de Transparencia del Sujeto Obligado mediante el Sistema de Acceso a la Información Mexiquense (SAIMEX), para que, conforme a los artículos 186 último párrafo, 189 segundo párrafo y 194 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios, dé cumplimiento a lo ordenado dentro del plazo de diez días hábiles e informe a este Instituto en un plazo de tres días hábiles siguientes sobre el cumplimiento dado a la presente; y se le apercibe que, en caso de negarse a cumplir la presente resolución o hacerlo de manera parcial, se le impondrá una medida de apremio de conformidad con lo previsto en los artículos 198, 200 fracción III, 214, 215 y 216 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios.

CUARTO. De conformidad con el artículo 198 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios, de considerarlo procedente, el Sujeto Obligado, de manera fundada y motivada, podrá solicitar una ampliación de plazo para el cumplimiento de la presente resolución.

QUINTO. Notifíquese la presente resolución al Recurrente mediante el Sistema de Acceso a la Información Mexiquense (SAIMEX), y hágase de su conocimiento que, en caso de considerar que la presente resolución le cause algún perjuicio, podrá promover el Juicio de Amparo en los términos de las leyes aplicables, de conformidad con lo establecido en el artículo 196 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios.

ASÍ LO RESUELVE, POR UNANIMIDAD DE VOTOS, EL PLENO DEL INSTITUTO DE TRANSPARENCIA, ACCESO A LA INFORMACIÓN PÚBLICA Y PROTECCIÓN DE DATOS PERSONALES DEL ESTADO DE MÉXICO Y MUNICIPIOS, CONFORMADO POR LOS COMISIONADOS JOSÉ MARTÍNEZ VILCHIS, MARÍA DEL ROSARIO MEJÍA AYALA, SHARON CRISTINA MORALES MARTÍNEZ, LUIS GUSTAVO PARRA NORIEGA (AUSENCIA JUSTIFICADA) Y GUADALUPE RAMÍREZ PEÑA (AUSENCIA JUSTIFICADA); EN LA DÉCIMA SÉPTIMA SESIÓN ORDINARIA CELEBRADA EL TRECE DE MAYO DE DOS MIL VEINTISÉIS, ANTE EL SECRETARIO TÉCNICO DEL PLENO, ALEXIS TAPIA RAMÍREZ.---------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------
JMV/CCR/fzh
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